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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señores Representante Carlos Varela Nestier, Presidente; Álvaro F. Lorenzo, Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Eduardo Brenta, Álvaro 
Delgado, Gustavo A. Espinosa, Juan Andrés Roballo y Javier Salsamendi. 


INVITADO: Señor ex Director de la OPP, contador Ariel Davrieux. 


SEÑOR PRESIDENTE (Varela Nestier).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


La Comisión da la bienvenida al contador Davrieux, a quien le reconocemos su sensibilidad y su rápida 
respuesta a la invitación, lo que demuestra su respeto hacia el Parlamento; en esta Comisión siempre 
destacamos esto porque no ha sido el comportamiento general de los invitados, a quienes hemos solicitado su 
presencia. 


El contador Davrieux ha recibido alguna información respecto al asunto que hoy vamos a tratar; me refiero a 
la investigación sobre los gastos realizados por ANTEL en el período 2000-2005. Creo que al contador 
Davrieux ya se le entregó la versión taquigráfica de la sesión a la que compareció el Directorio del ente. 


SEÑOR DAVRIEUX.- En primer lugar, agradezco la invitación para asistir a esta Comisión. Quiero 
destacar que estoy dispuesto a concurrir a cualquier Comisión del Parlamento. 


No sé cómo podría comenzar a plantear el tema, ya que me remitieron un informe donde no se hace ninguna 
mención a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; no sé en qué consistiría mi participación en la 
Comisión. Por lo tanto, solicito que el señor Presidente o algún otro integrante de la Comisión me consulte 
sobre algún punto concreto del temario, y yo con mucho gusto lo responderé. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a dar la palabra al señor Diputado Borsari Brenna, quien tuvo la 
iniciativa de invitarlo a la Comisión, a los efectos de que introduzca el tema por el cual fue citado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Agradecemos la presencia del contador Davrieux, quien se ha prestado 
a venir a clarificar afirmaciones que se han hecho en esta Comisión por parte de ex jerarcas del 
Directorio de ANTEL -inclusive por parte de altos funcionarios de carrera de esa institución- en torno 
a un tema muy puntual, como el de la contratación de personal por temporada 


Yo voy a hacer algunas preguntas muy determinadas, a los efectos de ver si el contador Davrieux puede 
recordar e interpretar la norma por la cual el Directorio de ANTEL estaría habilitado a realizar esa 
contratación de personal por temporada. 


Los artículos 29 a 43 de la Ley N* 17.556, de Rendición de Cuentas, de 2002, establecen una serie de normas 
respecto a la contratación de personal. Según se ha dicho acá -reitero: por parte de algunos de los 
comparecientes-, dicho articulado por lo menos estaría inspirado, no sé si redactado materialmente, por el 
Director de Planeamiento y Presupuesto de aquella época, es decir por el contador Davrieux. La primera 
pregunta es si esto fue así, esto es, si la OPP intervino en la redacción de dicha ley y de dichos artículos. 


En segundo lugar, quisiera saber si dicho articulado de la Ley N* 17.556 era aplicable para el personal zafral 
que ANTEL contrataba por temporada todos los años o si fue pensado para otra clase de contratos a término 
en otro régimen. 


En tercer término, quisiera saber si en el año 2003 se había constituido el fondo de contratación previsto por 
la ley para estos contratos, y si el personal contratado por temporada por ANTEL puede estar comprendido 
dentro del artículo 43 de esta ley, mediante el cual se les permitiría en el futuro optar por ser funcionarios 
públicos -al igual que a los pasantes o becarios-, sin llamado público y por opción del interesado. 


Otra pregunta, más puntual, es si el contador Davrieux cree que el Director de ANTEL cumplió con la Ley. 
N? 17.556 o si se reguló por sus propias normas de contratación. 


Por otra parte, quisiera saber si en el presupuesto se incorporaba el gasto de personal contratado por 
temporada y si se acordaban los ajustes entre la OPP y ANTEL con el programa financiero, en el que también 
se incluían los gastos de personal por temporada. 


También quisiera saber si se puede determinar para qué casos eran aplicables estos artículos de la Ley. 
N? 17.556. 


Asimismo, me gustaría saber si el Poder Ejecutivo podría haber observado una resolución de contratación, si 
hubiese sido contraria a derecho o a la Ley de Presupuesto. 


Por último, en su opinión, ¿eran aplicables a ANTEL los artículos 29 a 43 de la Ley N” 17.556, en lo que 
refiere a la contratación de personal por temporada? 


SEÑOR DAVRIEUX.- El temario cubre casi toda la ley y la posible aplicación a ANTEL. Voy a 
comenzar a responder siguiendo el orden de las preguntas, que es bastante lógico. Me gustaría hacer 
una diferencia entre la situación de la ley a partir de su vigencia efectiva y antes de eso. 


La ley fue aprobada en el último cuatrimestre de 2002 y su reglamentación entre marzo y setiembre de 2003. 
Las ordenanzas o reglamentos de la Contaduría General de la Nación y de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil recién se aplicaron a principios de 2004, 


Comencemos con la ley y la iniciativa. La información que tiene el señor Diputado Borsari Brenna es 
correcta. La iniciativa original de este régimen fue planteada por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y 
la redacción final la hizo la Secretaría de la Presidencia -que fue la encargada de preparar la Rendición de 
Cuentas y de coordinar el articulado de 2001, aprobado en 2002-, y la aprobación final fue hecha por las 
Cámaras. Ese texto que tenemos no es el original redactado por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. En 
todo caso, la idea original fue de dicha Oficina, por lo que puedo explicar de qué se trataba; creo que el 
régimen sigue vigente, por lo que puede continuar teniendo utilidad. 


En la Administración Central en aquel momento convivían, por lo menos, tres sistemas de funcionarios, que 
creo siguen existiendo. El primero es el del funcionario de carrera, el funcionario presupuestado al cual hace 
referencia el artículo 60 de la Constitución; es el que tiene carrera administrativa y es inamovible, de acuerdo 
con esa misma norma constitucional. En la parte de los funcionarios civiles este era una cantidad muy 
reducida; no eran más de diez mil o doce mil funcionarios públicos de carrera en la Administración Central. 


El segundo sistema es el de los contratados permanentes, expresión que parece incoherente porque la idea del 
contrato es que sea temporario. Sin embargo, el hecho de que se reiterara año a año le dio carácter de 
permanente. Es más, la jurisprudencia dispuso que a los tres años de ocupar un cargo como funcionario 
público se entendía que lo cubría la regla, aunque no en cuanto a la inamovilidad, porque para destituirlo no 
era necesaria la venia del Senado -creo que sigue siendo así-; las causales de destitución eran omisión, 
incapacidad o delito. 


El tercer sistema estaba comprendido por el resto de los funcionarios, que terminaba siendo la mayor parte de 
las personas vinculadas al Gobierno. No eran funcionarios estrictamente, ya que se trataba de pasantes, 
becarios, contratados por organismos internacionales o por arrendamiento de obra, pero eran más o menos 
permanentes. 


La situación en términos de estabilidad en el cargo es que el funcionario inamovible es prácticamente una 
roca; hay muy pocos casos de destitución y el trámite es prolongado. Yo inicié varios trámites de destitución 
y algunos funcionarios fueron destituidos y otros no. Recuerdo que teníamos un funcionario de treinta o 
cuarenta años que no asistía pero tenía muy buenas conexiones. Entonces, yo le hacía un sumario, 
comprobaba que había que destituirlo, enviaba el pedido al Senado, este lo rechazaba y él seguía en el cargo. 
Cumplía uno o dos años y luego volvía a estar en infracción -básicamente faltaba, no cometía ningún delito-, 
yo iniciaba el trámite nuevamente y el Senado lo rechazaba. Eran las reglas del juego; es una situación de 
inamovilidad muy fuerte. 


En cambio, el tercer orden de personas vinculadas al Estado no tiene ninguna estabilidad ni cobertura de 
ningún tipo. Si se le dice que su contrato cesó no puede reclamar absolutamente nada. La idea original fue 
crear un sistema para que las personas que no eran funcionarios públicos no fueran inamovibles, pero que 
tuvieran el mismo régimen de protección. Si se contrata a una persona por un año y a los seis meses se le 
despide, hay que pagarle despido y tiene derecho al seguro de desempleo. Si está contratado por más de dos o 
tres años -creo que, en definitiva, quedó establecido que fueran dos años-, cuando cesa, tiene derecho al 
despido y seguro de desempleo y, al igual que en el sector privado, tiene derecho al seguro de enfermedad, a 
DISSE. Se trataba de hacer un símil para que la persona vinculada con el Estado que no fuera inamovible o 
cuasi inamovible tuviera un régimen de protección que le diera cierta estabilidad ante el caso de cese de su 
vinculación con el Gobierno. La idea era básicamente cubrir los nuevos contratos, ya que no podía haber 
contratos de personal debido a que estaba prohibido el acceso a la función pública. Entonces, todos los 
nuevos entraban por este sistema y los que estaban en un régimen más o menos permanente, como los 
pasantes y los becarios, podían optar pasar a este régimen. Me refiero a los que tenían contratos que se 
prolongaban en el tiempo o contratos con organismos internacionales, que se siguen haciendo. Eso no está 
dicho explícitamente, pero aparece en el artículo 39, en el que se establece que también se podían usar los 
contratos que estaban financiados con cargo a organismos internacionales. La idea era dar a estos 
funcionarios algo más de estabilidad o los mismos derechos que tienen los que están en la actividad privada. 
La idea era dar más estabilidad o los mismos derechos de estabilidad a personas vinculadas con el Estado que 
no tenían ninguna estabilidad y ningún derecho. De lo que se trataba era de darles esos derechos. 


En el trámite se incorporaron los organismos comprendidos en el artículo 221que no estaban en el proyecto 
original, diciendo que se los podía facultar a que hicieran estos contratos. Más allá de decir que se los podía 
obligar a efectos de que todos los contratos que hicieran tuviesen esas características -era otra posibilidad y 
tal vez hubiera sido deseable para dar más garantías-, esto no podía lograrse, entre otras cosas porque no se 
contaba con las mayorías parlamentarias para su aprobación. Para establecer un régimen de vinculación con 
el Gobierno que no esté en el Estatuto del Funcionario público se requiere una mayoría de dos tercios de 
integrantes de las Cámaras, por el artículo 64 de la Constitución. Entonces, solo quedaron facultados para 
hacerlo, si lo querían hacer. Lo podían incorporar en su Estatuto, aprobar el Poder Ejecutivo y demás, pero no 
se los podía obligar a que lo hicieran. Ese es el régimen. 


Los organismos comprendidos en los artículos 220 y 221, al igual que el Poder Ejecutivo, quedaron 
facultados para efectuar estos contratos, pero no obligados a hacerlo. De hecho, no se los podía obligar y, por 
lo que tengo entendido -no estoy seguro-, estas normas se votaron por una mayoría que no era de dos tercios, 
sino mayoría simple. Entonces, no pueden ser normas de aplicación obligatorias para los entes autónomos, 
porque en ese caso no se respetaría la Constitución y podría reclamarse contra ellas. 


Eso respecto al régimen. ¿Para quién estaba pensado? Para esas personas vinculadas o con cierta vocación de 
vinculación permanente. No estaba pensado en términos de personal zafral, precisamente porque este se 
contrata por dos, tres o cuatro meses pero no es permanente. Entonces, no iba a cumplir nunca la condición 
de estar contratado más allá del período y mientras se mantuviera la vinculación permanente durante dos 
años. O sea que no estaba pensado para ese caso. Ahora, ¿que pudiera aplicarse? Podía aplicarse. Si el 
Directorio de un ente autónomo hoy decide aplicarlo, lo puede aplicar. De hecho el único organismo 
comprendido en el artículo 221 que lo aplicó en su momento en el período terminado en febrero de 2005 fue 
el Banco Central del Uruguay, que hizo los contratos, que están venciendo ahora. Se está tratando de terminar 
esos contratos que se renovaron más de un año. Están cesando, entonces, quienes habían concursado, que en 
general eran profesionales que se precisaban para la administración de bancos. 


Ese régimen no estaba pensado para becarios, pero si el organismo decide aplicarlo creo que no es ilegal. Lo 
puede hacer. En todo caso, le da más beneficios a quienes ingresen a ese régimen, porque les da el seguro de 
enfermedad, derecho al despido en caso de cesar y seguro de paro si cesan. Pero para ello también deben 
tener determinada permanencia en el cargo. Posiblemente esto no se aplique mucho a los becarios. 


Ahora bien: ¿qué pasó en el período 2002-2004? A comienzos de 2003 no estaba aplicada la norma, que fue 
reglamentada, en principio, en un decreto que salió en marzo de 2003 y luego fue complementado por otro 
decreto de setiembre de 2003. Pero todavía no se podía aplicar. Lo sé porque yo lo quería aplicar a fin de 
contratar a unas personas para ocupar unos cargos especiales -fuera de los cargos de alta especialización- por 
este régimen y no lo pude hacer. Cuando fue posible aplicarlo -en el transcurso del segundo trimestre de 
2004-, me notificaron que en febrero de 2004 la Contaduría había eliminado las partidas del fondo de 
contrataciones de Planeamiento y no podía contratar a nadie. Entonces, estoy seguro de que hasta febrero de 
2004 no pude hacerlo. O sea que el Directorio de ANTEL no pudo aplicar este régimen. De haberlo querido 
aplicar -podía decidirlo o no-, debía ser autorizado por el Poder Ejecutivo, que ni siquiera autorizaba a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto a hacer esas contrataciones. En consecuencia, ¿cómo podía autorizar 
a otro organismo a aplicarlo? 


Aunque este régimen no hubiera estado pensado para personal zafral, podría ser aplicado o pudo ser aplicado 
a partir de mediados de 2004, pero antes no. Si se hubiera querido, no habría sido posible porque para estos 
organismos regía el artículo 38 de la Ley N* 17.556: "Los contratos que celebren los organismos 
comprendidos en el artículo 221 de la Constitución de la República, deberán ser autorizados por el Poder 
Ejecutivo y contar con el informe previo y favorable de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil". Ni la Oficina Nacional del Servicio Civil -que no tenía organizado su 
sistema- ni nosotros -que ni siquiera lo podíamos hacer- podíamos autorizar. 


Entonces, frente a la pregunta de si puede hacerlo, digo: creo que sí. Ahora puede y lo pudo hacer a partir de 
mediados de 2004. Para la contratación zafral -que tengo entendido que en la práctica se da en verano-, en los 
años 2002, 2003 y 2004 no lo pudo hacer. En el 2004-2005 pudo hacerlo, si quería hacerlo. No estaba 
obligado, pero podía hacerlo. Eso queda dicho con respecto a la aplicación. 


El artículo 43 no se refiere a los becarios: se refiere a becarios y pasantes. No habla de personal zafral y de 
hecho está claramente establecido. Hasta los niños cantores están incluidos, pero no ese tipo de personal. 
Creo que no está incluido en el artículo 43, aunque siempre algún jurista podrá decir que no está incluido 
pero tampoco negado. Pero en principio eso no fue contemplado. No se pensó para nada en los becarios, sino 
en personal permanente. No estaba pensado para personal que entra y cesa a los tres o cuatro meses y vuelve 
o no a ser llamado a los tres o cuatro meses. 


ANTEL viene contratando a personal zafral desde antes de denominarse como tal, cuando era parte de UTE. 
Siempre tuvo personal zafral contratado. Y no lo contrataba como si se tratara de funcionarios públicos 
porque en ese caso no hubieran cesado de la forma corriente. Era personal zafral que cesaba al terminar la 
zafra. 


Tengo entendido -leí el acta- que algún personal quedó y eso era irregular. Pero eran contratados por un 
período y cesaban. Ese era el procedimiento de contratación de ANTEL y por supuesto que las partidas para 
contratar personal zafral estaban incluidas en el Presupuesto, en las Rendiciones de Cuentas y en los gastos 
financieros, pero no en forma discriminada sino dentro de los gastos totales de pago del personal de ANTEL. 


No está prevista la participación de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en la designación de personal 
zafral, o sea que no tenía nada que ver. La OPP solo interviene en temas de personal de los entes autónomos - 
o intervenía, al menos hasta fines de 2004, pero creo que no ha cambiado- en los contratos de arrendamiento 
de obra y en estos contratos a término. Pero solo intervino -recuerdo- en el caso del Banco Central. 


Estaba previsto en el Presupuesto y, por supuesto, no se iba a observar que hubiera contratos zafrales, porque 
siempre los hubo. Nunca -que yo sepa- hubo ninguna observación a ANTEL por el hecho de contratar 
personal zafral. 


La última pregunta, la número 9, era si esta ley podía ser aplicable a ANTEL. Pienso que sí, que era aplicable 
con esos condicionamientos: era facultad del Directorio aplicarlo y siempre que tuviera autorización del 
Poder Ejecutivo, que la pudo tener a partir de mediados del año 2004, en caso de haberlo querido aplicar. 


No sé si he contestado las interrogantes. 
SEÑOR BORSARI BRENNA.- Estoy satisfecho. Ha sido muy amable, contador. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Lo mío es una consulta muy concreta. El informe de auditoría del Tribunal 
de Cuentas sobre ANTEL, de 2004, en el capítulo respectivo señala que en el caso de contratación de 
fleteros, agentes telefónicos, guardahilos urbanos, contratados zafrales, en todos los casos se verificó la 
inexistencia de procedimientos de contratación previstos legalmente, ya que no se constató en ningún 
caso proceso licitatorio ni la invocación de causales de excepción determinadas en el artículo 33 del 
TOCAF. 


En este caso, estoy consultando porque no se trata solo de los trabajadores zafrales. También se señala que 
estas contrataciones suponen un ingreso a la función pública contraviniendo, en todos los casos, lo 
establecido en el artículo 1? de la Ley N* 16.127. 


Mi consulta concreta es que si no era a partir del procedimiento de la Ley N* 17.556 -en función de los 
preceptos de la Ley N” 16.127, y en función de las fechas que usted planteaba-, ¿cuál era el sustento legal 
para el ingreso de trabajadores en la función pública con la prohibición que en forma expresa había sido 
establecida? 


Se lo pregunto específicamente en los casos que usted señaló que sí tenían que pasar -lo digo en términos no 
técnicos- por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; obviamente dejo fuera los demás porque no tendría 
objeto que se lo consultara. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Me voy a basar en la información que da el señor Diputado. Tengo una duda 
respecto a lo que expresa y si lo dice así la auditoría del Tribunal de Cuentas, que suponía ingreso a la 
función pública; mencionó fleteros, guardahilos y demás, que ahora están pidiendo ingresar a la 
función pública. Claramente ellos consideran que no son funcionarios públicos y ANTEL siempre 
consideró que no son funcionarios públicos, sino contratos que hacía con empresas que le 
suministraban transporte y demás. Entonces, no están incluidos dentro de la prohibición de entrar a la 
función pública, porque no ingresan; se podrá considerar que no es conveniente el sistema -es una 
cuestión de conveniencia-, pero no -en principio- que hayan constituido ingreso a la función pública y 
entonces se haya incumplido una norma de ingreso a la función pública cuando los propios implicados 
se consideran que no son funcionarios públicos, y la empresa también, y les niega el ingreso porque 
dice que no quiere que sean funcionarios públicos. 


Dice que quiere aplicar otro sistema, pero que no sean funcionarios públicos. 


No entiendo la auditoría del Tribunal de Cuentas que dice que son funcionarios públicos. No sé en qué 
términos lo dice, no conozco el informe, ni tampoco el fundamento. No estoy diciendo que el señor Diputado 


diga algo que no lo esté diciendo el Tribunal de Cuentas; no entiendo el fundamento del Tribunal de Cuentas 
para decir que hay ingreso a la función pública de personas que no ingresaron a la función pública. 


Disculpe, el artículo 33 del TOCAF habla de la contratación con terceros. Si son contratos hay que ver por 
qué monto son y si el procedimiento que se siguió es el correcto; tal vez no se siguió el procedimiento 
correcto y es la tarea del Tribunal de Cuentas -artículo 211- analizar la legalidad de los hechos, y en el caso 
señalarlos. 


El Tribunal de Cuentas es delegado de este Poder y no del Poder Ejecutivo. La Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto recibía las observaciones que hacía a las Rendiciones de Cuentas luego de recibida la Rendición 
de Cuentas, pero no las observaciones que vienen del Poder Legislativo. O sea que si hay una observación de 
ilegalidad tiene que haber venido acá, y es el organismo que tiene que resolver sobre el tema. 

No dice que ingresa... 

(Diálogos) 

———... la palabra sería "tienen vinculación" o "realizan trabajos" para ANTEL. 

SEÑOR SALSAMENDI.- Expresamente tiene una mención a la Ley N” 16.127. 

SEÑOR DAVRIEUX.- ¿Suponen un ingreso a la función pública? 


SEÑOR SALSAMENDI.- Exactamente. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Estas son opiniones, porque piden que rija el artículo 33, sobre contrataciones, 
y ese artículo no refiere a contratación de personas, sino a contratación de bienes o empresas. 
Entonces, incumple el artículo 33 o la Ley N* 16.127; los dos a la vez no se puede. ¡No se puede! 


SEÑOR BRENTA.- Quiero hacer una consulta apelando a su memoria; tal vez usted no pueda 
responder ahora, pero sí a posteriori. 


Usted recién hizo mención a que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto sí tiene responsabilidad o 
competencia en materia de contratos de obra. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Si tiene informe. 


SEÑOR BRENTA.- ¡Ahí está! Quiero consultarlo respecto a su conocimiento de dos contrataciones de 
obra realizadas por el Directorio de ANTEL; quizás usted recuerde y nos pueda informar qué opinión 
le mereció a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Me refiero a las contrataciones del doctor 
Pascual Marotta, en su carácter de especialista en medicina laboral, y a la del señor Miguel Ángel De 
Olivencia. Quizás usted recuerde esto porque con posterioridad motivó una resolución del Tribunal de 
Cuentas respecto a esta situación, entre los cuales había una referencia -por eso apelo a su memoria- a 
la ausencia de autorización del Poder Ejecutivo, que uno puede entender como ausencia de 
autorización de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR DAVRIEUX.- El tema viene así. La Oficina de Planeamiento y Presupuesto es un organismo 
asesor del Poder Ejecutivo, siempre. En muy pocos casos es preceptivo asesorar; en la mayor parte de 
los casos el Poder Ejecutivo resuelve si quiere ser asesorado. En la Constitución de la República hay 
solo dos casos en los que es preceptivo el asesoramiento: en los Presupuestos de los entes y en el 
porcentaje que corresponde a las Intendencias sobre el total de recursos públicos en el Presupuesto 
Nacional. Eso es preceptivo, pero no tiene carácter vinculante. Cuando la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto informa algo, el Poder Ejecutivo no tiene por qué hacer lo que informa dicha Oficina; 
hace lo que entiende conveniente. En general ha funcionado como vinculante en el Presupuesto; como 
el tema se maneja mucho en conversaciones, cuando la Oficina de Planeamiento y Presupuesto informa 
favorable, el Poder Ejecutivo termina aprobando eso, pero solo en presupuestos de entes autónomos. 


En arrendamientos de obra, precisamente, si no hay autorización del Poder Ejecutivo, es posible que no haya 
asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Ahora hago uso de mi memoria de la prensa. Leí 
en la prensa que habría un informe negativo sobre dos contrataciones, que quizás sean las que usted 
menciona, pero yo no las recuerdo realmente. Ni siquiera recuerdo si hubo informes. Recuerdo varios 
informes negativos en el Banco de Seguros, en el Banco de la República o en otros organismos sobre 
contrataciones o arrendamientos previstos; en OSE, en ANTEL, pero los nombres no los recuerdo. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Nosotros aquí escuchamos al ex Director de ANTEL, González Álvarez, y en 
reuniones anteriores a algunos Directores del Banco Hipotecario. 


En el caso del ex Director González Álvarez, él venía hablando sobre cuál era la ley aplicable -básicamente 
en la línea de preguntas formuladas por el señor Diputado Borsari Brenna- y en ese momento señala: "Sin 
perjuicio del análisis jurídico que pueda hacer como abogado o que, en última instancia, pueda hacer desde el 
punto de vista subjetivo porque es mi problema, esta misma ley la redactó ni más ni menos que el Director de 
Planeamiento y Presupuesto, contador Davrieux. Nosotros le consultamos, en su oportunidad, respecto a si 
esta ley era aplicable [...]". Más adelante agrego que lo volvieron a consultar y que, en definitiva, usted había 
contestado en los términos que contestó en esta Comisión. En realidad, en sí se plantea que sería bueno que 
de alguna manera lo citáramos a usted -esa instancia se está cumpliendo- en función de estos elementos que 
aportaba. 


Por otro lado, en varias de las declaraciones, algunos de los Directores del Banco Hipotecario en 
representación del partido minoritario en ese momento, el Partido Nacional, decían que el problema era que 
se reunía la mayoría con el Presidente, o la Presidenta en su momento, se juntaban con la OPP, y allí 
resolvían todo. Entonces, cuando usted señala -desde ya adelanto que es absolutamente ajustado a las 
normas; es así, no es discutible- cuál es la intervención efectiva, preceptiva o legalmente establecida de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, no parece coincidir con esto. 


Mi consulta concreta es en función de esas declaraciones. Quisiera saber si existía una práctica de consulta de 
las resoluciones o de las decisiones, tanto desde el punto de vista por lo que veo vinculado a algunos aspectos 
jurídicos-administrativos, como del manejo financiero, como se planteó en el caso del Banco Hipotecario, 
que realizaran los Directores de entes autónomos con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y en concreto 
con su persona. Me gustaría saber si esta era la práctica habitual. 


SEÑOR DAVRIEUX.- En primer lugar, se dice que el contador González Álvarez hizo mención a que 
habían consultado sobre este punto. Esto me lo señalaron varios Directores de ANTEL. Realmente, si 
ellos lo dicen, tienen que haberlo hecho. Lo que ocurre es que la fecha en la cual tuvo lugar esa 
consulta fue a principios de 2003, cuando estábamos en pleno conflicto con el Fondo Monetario 
Internacional en renegociación de deuda; simplemente fue una conversación de esa época sobre este 
tema y al día siguiente ya no me acordaba de la pregunta porque estaba en otros temas. 
Evidentemente, si ellos lo hicieron... Yo considero que es gente que no va a mentir sobre eso. Y, por otra 
parte, dicen las cosas que yo pienso; o sea que no tengo que decir que están diciendo cosas que jamás 
hubiera dicho. 


Efectivamente, se hacían consultas, pero no al grado a que se hacía referencia, en cuanto a que se reunía la 
mayoría con el Director de Planteamiento y Presupuesto y resolvían todo. Es un poco absurdo creer que el 
Director de Planeamiento y Presupuesto puede reunirse con catorce Directorios y resolver todos los temas de 
los catorce entes o de uno solo, porque simplemente tendría que dedicarme a ese ente. La Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto tenía una referencia con todos los Ministerios, con los Gobiernos 
Departamentales y con todos los entes, y no podía sentarse con todos. Sin duda, había consultas de distintos 
organismos. Lo más conversado tenía que ver sobre todo con el Banco Central, porque formaba parte de lo 
que comúnmente se llama equipo económico: Ministro de Economía y Finanzas, Banco Central y Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. Evidentemente, había muchas consultas con el Banco Central y también con 
muchos de los Directores. Con otros Directores había mucha menos vinculación. 


En el caso del Banco Hipotecario no sé en qué contexto se menciona que todo se hablaba con la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. Sí se hablaba con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en el momento de 
crisis, en el momento de financiación de retiro de depósitos, de capitalización del Banco. Por ejemplo, en 


junio de 2002 se presentó un proyecto de capitalización del Banco, y no fue ni el Directorio; fui yo solo a 
defender el proyecto, que afortunadamente fue aprobado en cuarenta y ocho horas, porque era muy urgente. 
También cuando se habló de la reestructura del personal del Banco hubo una negociación con AEBU -debe 
haber alguien presente acá que no pertenece a AEBU oficialmente, pero que sabe que existió- y acordamos 
toda la administración del personal; pero fueron esos temas concretos y grandes en escala, resoluciones de 
crédito, de refinanciación y demás, pero no todos. No sé si se manejó en ese contexto. Ese tipo de temas no 
se manejaba. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quisiera hacer una aclaración, porque el señor Diputado Salsamendi 
hizo alusión a algunas intervenciones de representantes nacionalistas, en este caso, del Banco 
Hipotecario. 


Las referencias que yo recuerdo fueron hechas en un plano lógico y natural. Es decir, ¿con quién se reunirían 
hoy si en el Banco Hipotecario hubiera tres Directores frentistas, dos o uno del Partido Nacional y uno del 
Partido Colorado? Es lógico y natural que se reunieran la mayoría de las veces con el Director de la OPP del 
Frente Amplio. El comentario que se hizo aquí fue hecho en ese orden; es una cosa lógica, natural y legal. 


Quiero hacer esta aclaración porque nos parecía y nos parece absolutamente normal que en esa época se 
reuniera la mayoría del Banco Hipotecario, compuesta por representantes del Partido Colorado, con el 
Director Davrieux. Esa es la interpretación que yo le doy a la intervención de los miembros en minoría del 
Partido Nacional en el Directorio del Banco Hipotecario de la época. 


SEÑOR DAVRIEUX.- A mayor abundamiento, señalo que realmente no recuerdo ninguna reunión con 
los tres integrantes del Directorio del Banco Hipotecario. Generalmente, mi trato era con los 
Presidentes. En el caso de ANTEL era con el ingeniero Gurméndez; en el caso del Banco Hipotecario, 
era con la contadora Pérez Montero. No tenía reuniones con el Directorio. Yo entendí que era en 
sentido figurado. Sin duda, los temas realmente trascendentes, como la propia existencia del organismo 
sí lo conversaron conmigo los Directores, los Gerentes, AEBU y todos los interesados en el tema, así 
como también los parlamentarios, pues lo planteamos aquí. 


SEÑOR LORENZO.- Quiero participar de la aclaración que se hizo. Si bien esta reunión viene a 
cuenta de lo que estamos tratando acerca de ANTEL, lo cierto es que hemos estado con este tipo de 
dudas y planteos en todo lo que hemos investigado, que hasta el momento ha sido el Banco Hipotecario 
y ANTEL, nada más. 


Quisiera hacer alguna pregunta respecto a cómo era el régimen de funcionamiento de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, como órgano de la Presidencia de la República, en cuanto a la facultad que tiene 
el Poder Ejecutivo para controlar las decisiones e inclusive resolver y observarlas, como se establece en el 
artículo 197 de la Constitución. Quisiera saber cómo era la estructura de trabajo respecto a ese control dentro 
de la Presidencia, porque no necesariamente tenía que estar establecido bajo la jerarquía de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, podía ser la Secretaría de la Presidencia. Obviamente, hay formalidades a 
cumplir para estructurar una función de ese tipo. Esta es una pregunta general para ver cómo funcionaba eso. 


Quiero hacer una aclaración respecto al punto anterior. Nosotros tuvimos una percepción clara por las 
declaraciones que se hicieron por parte de los distintos miembros de los Directorios del Banco Hipotecario - 
ANTEL también, pero más del Banco Hipotecario- que han concurrido, en particular, la contadora Pérez 
Montero, en cuanto a que después de la crisis de 2002 hubo un cambio en el relacionamiento entre el 
Directorio del Banco y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en función, precisamente, de la presencia 
de la propia contadora. Eso fue valorado positivamente por todos los miembros de la Comisión y por los 
Directores de todos los partidos que vinieron a la Comisión. Se había notado un cambio -no sé si fue el 
Director Giuria, que estuvo en los dos períodos- en la fluidez con que se procesaban las cosas que se 
planteaban en el Banco, en función, precisamente, del cambio de Presidente. No había una buena o fluida 
relación cuando el Presidente era Lausarot, y sí la había cuando era la contadora Pérez Montero. Pero esto fue 
hecho en un marco muy particular. Considerando que no es precisamente la OSE el ente autónomo del cual 
estábamos hablando -la OSE no es ente autónomo-, sino que es del Banco Hipotecario en un período de 
crisis. O sea que esa fluidez o ese trabajo permanente de coordinación parece algo natural. 


Mi pregunta no va a ese punto, sino al funcionamiento general en el ámbito Presidencia de la República y qué 
tenía que ver la OPP en particular con relación a las gestiones en las decisiones de los entes. Inclusive, aquí 
se hizo referencia a una metodología del Presidente Batlle, que hacía revisar todas y cada una de las 
resoluciones de los entes autónomos y servicios descentralizados, para lo cual por supuesto que está 
habilitado por la Constitución, porque si tiene la facultad de observar y hasta, en algún caso, de remover a los 
Directores, lo tiene que hacer en función de decisiones, no porque se levante de mal humor un día. Para eso, 
tiene que hacerlo controlando y revisando todas las resoluciones. Mi consulta venía más a eso -- 
probablemente no se refiera sólo a ANTEL, sino a todos-: a saber cómo funcionaba. En función de eso 
después preguntaré alguna otra cosa. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Con relación a las vinculaciones entre el Poder Ejecutivo -en general, Poder 
Ejecutivo, no Presidencia- con los entes públicos, en realidad, en este tema no aparece mencionada 
para nada la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. En esos artículos -ustedes lo pueden verificar-, el 
197 y el 198, son potestades del Poder Ejecutivo; siempre son potestades del Poder Ejecutivo. En todo 
caso, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto actúa como asesora. 


En esa vinculación hay un Ministerio vinculante. Por ejemplo, para los bancos es el Ministerio de Economía 
y Finanzas; para los organismos de transporte -puerto, AFE, PLUNA- el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, naturalmente; para OSE y el Banco Hipotecario se puso el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Y el Poder Ejecutivo está integrado por el Presidente y los Ministros. 


Los propios Ministerios tenían mecanismos establecidos ?supongo que los mantienen— de control de 
resoluciones o de seguimiento de la gestión de los entes; eran los primeros que recibían... Las actas van a los 
Ministerios; no iban a Presidencia. Y algunos de los Ministerios, sin duda, hacían un seguimiento muy 
próximo; otros tenían menos importancia. Los entes se vinculaban con ellos. Por ejemplo, jamás vi un 
comentario del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca sobre las actas del Instituto Nacional de 
Colonización, que es el único ente que depende... perdón, que está vinculado -no depende en nada, porque es 
este autónomo- con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. En cambio, los otros Ministerios hacían 
un seguimiento. Recuerdo que en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
particularmente, el ingeniero Cat, hacía un seguimiento muy estrecho de lo que pasaba en OSE y en el Banco 
Hipotecario, sobre todo porque en los servicios descentralizados -es el caso de OSE- determinados 
movimientos de personal requieren la intervención del Ministerio. O sea que primero estaba el seguimiento 
de los Ministerios. 


Efectivamente, como señalaba el señor Diputado, en la Administración Batlle... En las Administraciones 
anteriores, las actas, luego de ser analizadas por los Ministerios, pasaban a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Como la Administración Batlle disponía de un equipo de técnicos calificados, profesionales -en 
general, juristas y contadores o economistas-, propuso -y, naturalmente que el Director de Planeamiento y 
Presupuesto estuvo feliz de verse independizado de la tarea- hacerse cargo del seguimiento de las 
resoluciones de los Directores. Entonces, el día a día, las resoluciones individuales no iban en ningún 
momento a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; solamente -o nada menos; yo me consideraba contento 
con eso, me parece que es suficiente- los presupuestos, las Rendiciones de Cuenta y los estados financieros 
mensuales, el seguimiento del gasto mensual total, pero no las resoluciones individuales. De las resoluciones 
individuales se encargaba la Presidencia, y así fue como en algún caso -no sé si llegó a concretarse- se 
observó o se proyectó observar al Banco Central -yo no sabía nada, por supuesto, porque no tenía las 
resoluciones- por el propósito de construir un restorán, etcétera, y me enteré a través de Presidencia de que se 
había tomado esa resolución, pero claramente el Director de Planeamiento y Presupuesto no puede quejarse 
de que el Poder Ejecutivo haga lo que le parezca con los temas que le parezca. Efectivamente, el control de 
las actas lo tenía la Presidencia de la República, en el último Período, dentro del Inciso 02; cada Ministerio 
hacía su control. 


El otro tema era que, efectivamente, durante la crisis del Banco Hipotecario hubo un seguimiento. Yo no sé la 
percepción que tuvo algún Director. Recuerdo que mientras estuvo el Director Lausarot hubo un contacto 
muy fluido, porque realmente la situación de caja del Banco Hipotecario era muy complicada. Hubo retiros... 
Curiosamente, fue el banco que tuvo menos retiros de todos, fuera de la Cooperativa COFAC; como banco, 
fue el que tuvo menos retiros, pero también era el que tenía menos liquidez, con una colocación a largo plazo 
y pasivos a corto plazo. Entonces, tuve contactos dos veces por semana -creo- durante toda la crisis de retiro 
en el primer semestre de 2002. No sé cómo pensaron que no había un contacto fluido con el Presidente del 


Banco Hipotecario, sobre todo, porque además me responsabilizaron en el equipo económico de encargarme 
de seguir las dificultades del Banco Hipotecario. El Banco Central en ese momento no tenía contacto muy 
fluido; el Banco Central, pero yo era de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR LORENZO.- Aquí una de las más llamativas situaciones en las cuales el Poder Ejecutivo 
intervino -nosotros hemos estado investigando- se refirió al Banco Hipotecario, cuando se tuvo que 
decidir someter un diferendo, en el marco de la sociedad anónima "Desarrollos Urbanos Fénix", al 
sistema del arbitraje que estaba establecido en el contrato. Ahí fue donde... 


(Interrupción del contador Davrieux) 


——N0, no. Lo que usted me contestó ya está. Yo estoy acá, simplemente, tratando de reestructurar nuestro 
trabajo, porque si la OPP no tenía intervención en eso durante el Período, en definitiva, esa participación, esa 
observación del Poder Ejecutivo de esa resolución, no tuvo su origen en un seguimiento de la Oficina sino en 
el mecanismo que haya establecido el Poder Ejecutivo para eso. Pero eso sí, para nosotros, en su momento, 
evidenció una fluidez de relación entre la Presidencia del Banco Hipotecario, que estaba notoriamente en 
contra de ese mecanismo de arbitraje entre una sociedad en la cual el Banco Hipotecario era accionista del 
100% y un privado, en esa situación en particular. Por ahí vienen las cosas respecto de las que nosotros 
estamos particularmente interesados en saber cómo se manejaban esos mecanismos, porque cada vez que 
surge una decisión que puede ser cuestionable, a veces -acá estamos para ver la regularidad y también la 
conveniencia- hay que ver quiénes han sido los actores que tuvieron que ver con que esa resolución terminara 
siendo la que fue al final, más allá de que sea legal, como puede serlo. 


Quería abundar un poco en la aclaración y en lo que estamos trabajando acá. 
SEÑOR BERNINI.- Se me anticipó el Diputado Lorenzo. 


Precisamente, usted decía que el seguimiento no se hacía a partir de la OPP sino que, al terminar su última 
respuesta hacía referencia a que en todo caso, a partir de la crisis, sí, efectivamente, el contacto era fluido, 
integrando ese grupo Banco Central-OPP-Banco Hipotecario. Por lo tanto, iba a dirigir mi pregunta y a ser 
más preciso todavía de lo que fue el señor Diputado Lorenzo, en cuanto a lo que surgió de algunos 
testimonios en este ámbito acerca de una decisión adoptada por el Directorio del Banco Hipotecario, por 
mayoría, de transitar un arbitraje para laudar un diferendo con el empresario Barboni -quiero ser más preciso 
todavía-, y que a partir del testimonio de los Directores de la minoría del Directorio, pero que eran mayoría 
en el momento de votar aquella resolución, hubo directamente una nota del Presidente de la República de la 
época para solicitar que cambiaran su posición. Y finalmente se da un cambio de posición y se aborta la 
instancia de arbitraje que estaba planteada. 


Precisé aún más la pregunta del hecho a que hacía referencia el señor Diputado Lorenzo. Debemos entender 
que de ese tema usted no tuvo ningún tipo de conocimiento o de participación, mejor dicho. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Yo tuve conocimiento del hecho, pero no participé, lo que no quiere decir que no 
estuviera de acuerdo. Pero no participé. 


SEÑOR BRENTA.- Quería hacer una consulta complementaria por una duda que me surgió a raíz de 
la afirmación que usted hacía respecto a los contratos de obra y, en este caso, a la facultad o a la 
intervención que la OPP tiene sobre esto. Usted mencionaba que en algunos casos -mencionó a AFE y 
no recuerdo a qué otro organismo-, efectivamente, la OPP se había expresado en contra. En esos casos, 
¿cuáles eran los argumentos normales que la OPP tenía para oponerse a una contratación de ese tipo? 


SEÑOR DAVRIEUX.- Es un poco difícil, porque es una casuística de cada caso. Se podría tratar, por 
ejemplo, de un asesor que nombró -hace muchos años de esto- el Banco de Seguros del Estado, que 
tenía como cometidos temas de publicidad, y nosotros entendíamos que se hacía un contrato y que 
tenía personal; no necesitaba ese personal. Entonces, el Banco de Seguros del Estado retiró la 
propuesta. Se trataba de ese tipo de cosas 


Se hacía una evaluación; se veía si, en concepto de la Oficina, el organismo tenía personal capacitado para 
eso o no. Por ejemplo, si ANCAP presentaba a alguien para asesorar al Director de planta acerca de cómo 
manejarla, uno dice, si es Director, tiene que saberlo. Entonces, decíamos que no era conveniente contratar. 
Nosotros asesorábamos. Si el Directorio, más allá de que nosotros pensábamos que no era conveniente, 
insistía, iba a Presidencia con asesoramiento negativo, y si esta resolvía aprobarlo, se aprobaba y se acabó. El 
informe de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto no es vinculante. En todo caso, ese tipo de cosas no 
solía pasar porque, generalmente, cuando se pedía un arrendamiento de obra se consultaba previamente. Por 
ejemplo, se decía: "Queremos contratar esto por tal circunstancia, ¿cómo lo ven? Si se veía mal, no lo 
presentaban. Pero en algún caso la presentaban y luego de ello encontraban la oposición de la OPP. Los 
contratos de arrendamiento de obra no eran muy numerosos; eran pocos, simplemente no los recuerdo. 


SEÑOR BRENTA.- ¿Cuál es el área de la OPP que estaba encargada de realizar esos informes? 
SEÑOR DAVRIEUX.- La División de Empresas Públicas. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En la eventual aplicación de los artículos 197 y 198 de la Constitución, que 
fueron popularmente conocidos porque era muy notorio que el ex Presidente Batlle anunciaba que 
semanalmente pedía las actas de los Directorios para leer, más allá de los aspectos legales y de quien 
actuaba -la Presidencia de la República, en este caso-, ¿era consultada la OPP? Porque la norma es 
muy genérica y dice que puede ser en cuestiones de legalidad o de mérito y, eventualmente, resolver u 
observar en función del mérito, enviar al Senado, etcétera. Mi consulta concreta es si usted era 
consultado acerca de esto. 


Reitero la pregunta porque quedé con una fuerte impresión a partir de los testimonios que escuché acá. 
Perdone la palabra que voy a utilizar -no es un término técnico-, pero se dijo que todo se "cocinaba" con 
usted. Esta es la impresión con la que yo quedé, por los testimonios que acá se dieron. Disculpe que insista en 
esta pregunta, pero me parece sustantivo conocer esto. 


SEÑOR DAVRIEUX.- El primer tema es si se consultaba a la Oficina. En ese sentido, no había 
ninguna obligación de hacerlo pero, por una cuestión de relaciones personales, de hecho, el Presidente 
de la República en los acuerdos semanales, cuando había resuelto hacer alguna observación lo 
mencionaba y las razones por las cuales lo pensaba hacer, inclusive antes de pedir una opinión. Salvo 
que el Director de la época -que era yo— pensara que era un grave error, se procedía como decía el 
Presidente. Si pensaba que había algún error de apreciación u otros aspectos a considerar, era posible 
que el Presidente reflexionara y no la aplicara. Pero no se hacía ninguna consulta formal; siempre todo 
era a modo de comentarios, por ejemplo, "Tengo esto o pasa tal cosa. ¿Tenés algo que ayude a tener 
una idea más de conjunto y que implique que no haya que hacer esto? Tal vez, hubo alguna; pero creo 
que no hubo ninguna observación que se haya hecho que yo no conociera antes de que saliera. Algunas 
fueron resueltas, y salvo una oposición muy fuerte por parte de OPP ?que no hubo?, se hicieron todas 
las que el Presidente entendió adecuado realizar. 


En cuanto a si hay un contacto muy estrecho, debo responder que sí, porque para discutir el presupuesto se 
mantenía una conversación acerca de los resultados y el monto de los gastos. Se sabe que hay transferencias 
de los organismos y se fijan las tarifas cada cuatro o seis meses, o cada año. Hay múltiples contactos, pero 
¿"cocinar"? No sé qué quiere decir "cocinar". Creo que los grandes aspectos del funcionamiento de los entes 
se manejaban con la OPP. Las resoluciones concretas de compras, contrataciones y demás, no, porque esto no 
está previsto ni es conveniente hacerlo. Para algo tienen autonomías los entes; para algunas cosas eran 
autónomos, y creo que siguen siéndolo. 


SEÑOR LORENZO.- Estamos hablando del período 2000-2005. Quisiera saber si recuerda alguna 
instancia en la consideración de los presupuestos de los entes autónomos -que son de aprobación 
anual-, en la que haya habido observación, modificación, negociación de algunos gastos en particular, 
por parte del Poder Ejecutivo, en el que la OPP tenía intervención. 


En esta Comisión hemos estado investigando particularmente temas relacionados con publicidad, aunque no 
tanto los gastos en sí, sino la forma en que se ejecutaban, inclusive, algunos por fuera de los mecanismos de 


contratación; también investigamos los viajes y ese tipo de cosas. Ya que entramos en el tema de control de 
gastos de los entes, tanto en la etapa previa de aprobación como en la de ejecución de los presupuestos, 
quisiera saber si tenía presente alguna interacción que haya significado una modificación, una renegociación, 
un cuestionamiento o una reformulación de una propuesta que durante ese período haya hecho algún ente 
autónomo en su presupuesto, sometido a consideración del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR DAVRIEUX.- El señor Diputado hace mención a gastos de publicidad y viajes. En ese sentido, 
el Poder Ejecutivo, en el período 2000-2005, tomó algunas decisiones, en particular con respecto a la 
publicidad, fundamentalmente más bien de carácter restrictivo. Se trataban los montos globales. Todo 
el Período fue bastante dificultoso económicamente, pues primero hubo una recesión y, luego, una 
depresión profunda; en particular fue difícil al principio del Período, entre los años 2000 y 2001. En ese 
momento se estableció una importante reducción de los gastos de publicidad, que se fijó en algo así 
como la tercera parte de lo que estaba vigente antes, o en algo menos todavía. Algunos organismos 
tenían gastos de publicidad muy importantes, por ejemplo, el Banco de Seguros del Estado, el Banco 
Hipotecario y la UTE. Entonces, se establecieron límites para todos -no solo para estos organismos— del 
orden de la tercera parte del promedio, y el Directorio de la OPP comunicaba anualmente los datos -de 
acuerdo con la opinión del Poder Ejecutivo—; si se incurría en un gasto, por ejemplo, mayor a 
US$ 1:000.000, sería observado el Directorio; por supuesto que la OPP no puede resolver que sea 
observado, comunica una posición o una orientación del Poder Ejecutivo acerca de estos aspectos. En 
general, se cumplió con los límites de gasto; inclusive, algún organismo llegó a gastar menos de la 
mitad, para demostrar que realmente contenía el gasto. Nosotros hacíamos el control del monto total 
de gastos; esto se hizo siempre y se comunicó. 


En cuanto al gasto por viajes, la partida no tenía la misma entidad, ya que era bastante menor. La única 
indicación fue no utilizar para los viajes los pasajes más caros, es decir, los de primera clase. El Presidente 
podía utilizar, como máximo, la clase "Business" y, en general, los funcionarios viajaban en clase Turista. 
Pero no se hacía un control de cada gasto. 


SEÑOR LORENZO.- ¿En el control general no recuerda ninguna situación en la que se haya excedido 
el gasto establecido? O sea, imagino que esa pauta que estableció el Poder Ejecutivo fue tenida en 
cuenta en el presupuesto de cada ente y luego en el control posterior. 


SEÑOR DAVRIEUX.- No; era comunicada como un control de ejecución, porque a veces los 
presupuestos estaban aprobados. Luego se verificaba en la declaración de Rendición de Cuentas que se 
hubiera cumplido con ese tope de ejecución. 


SEÑOR BERNINI.- En el mismo sentido -obviamente para entenderlo-, en todo caso, ustedes 
consideraban que el gasto global del presupuesto respondiera a las pautas que marcaba el Poder 
Ejecutivo, sobre todo, después del año 2002; obviamente, no atendían hacia dónde se gastaba. 


SEÑOR DAVRIEUX.- No; eso es muy difícil porque los organismos son muy distintos. Por ejemplo, el 
Banco Central no hace publicidad, el Instituto Nacional de Colonización prácticamente no hace 
publicidad, el Correo y AFE hacen muy poca, pero hay organismos que se dirigen al público en 
general, como UTE, OSE, ANTEL, el Banco de Seguros y, eventualmente, el Banco de la República, 
que requieren mayor grado de comunicación. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Lorenzo) 


Cada organismo se dirige a un público diferente y la publicidad es distinta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al contador Davrieux su concurrencia y las respuestas que ha 
dado a todas las consultas que hemos hecho. Quiero comentarle que el rol que a usted le cupo en ese 
Período es importante para que nosotros podamos entender el funcionamiento general de los entes, no 
los temas particulares que estamos investigando, sino el marco en el que esa actividad se desarrolló. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


